
Sentencia  55/2018,  de  24  de  mayo  de  2018.  Recurso  de  inconstitucionalidad  en
relación con diversos preceptos de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento
administrativo común de las administraciones públicas.

Competencias  sobre  procedimiento  administrativo:  nulidad  de  diversos  extremos  de  los
preceptos relativos a los registros electrónicos de apoderamientos, los principios de buena
regulación y que identifican los títulos competenciales habilitantes para la aprobación de la
ley;  inconstitucionalidad  de  distintos  preceptos  que  regulan  la  iniciativa  legislativa  y  la
potestad reglamentaria; interpretación conforme de la disposición relativa a la adhesión de
las administraciones territoriales a las plataformas y registros de la Administración General
del Estado

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, ha decidido estimar parcialmente
el recurso de inconstitucionalidad y en consecuencia:

1. Declarar  la  inconstitucionalidad y nulidad  de las  previsiones  siguientes  de la  Ley
39/2015,  de  1  de  octubre,  del  procedimiento  administrativo  común  de  las
administraciones públicas: el párrafo segundo del artículo 6.4; los incisos «o Consejo
de Gobierno respectivo» y «o de las consejerías de Gobierno» del párrafo tercero del
artículo 129.4 y el apartado segundo de la disposición final primera.

2. Declarar que los artículos 129 (salvo el apartado cuarto, párrafos segundo y tercero),
130,  132  y  133  de  la  Ley  39/2015  son  contrarios  al  orden  constitucional  de
competencias en los términos del fundamento jurídico 7 b) de esta Sentencia.

3. Declarar que el artículo 132 y el artículo 133, salvo el inciso de su apartado primero
«Con  carácter  previo  a  la  elaboración  del  proyecto  o  anteproyecto  de  ley  o  de
reglamento, se sustanciará una consulta pública» y el primer párrafo de su apartado
cuarto,  ambos  de  la  Ley  39/2015,  son  contrarios  al  orden  constitucional  de
competencias en los términos del fundamento jurídico 7 c) de esta Sentencia.

4. Declarar que la disposición adicional segunda, párrafo segundo, de la Ley 39/2015
no es inconstitucional interpretada en los términos del fundamento jurídico 11 f) de
esta Sentencia.

(F.  Jurídico 11.f):  Se impugna la disposición adicional  segunda,  sobre «adhesión de las
Comunidades  Autónomas  y  Entidades  Locales  a  las  plataformas  y  registros  de  la
Administración General del Estado», de la Ley 39/2015.

f)  La  disposición  adicional  segunda,  párrafo  segundo,  de  la  Ley  39/2015  admite  otra
interpretación, tal como resulta de las alegaciones de la Abogacía del Estado. La obligación
de  argumentar  la  decisión  tomada  ante  el  Ministerio  de  Hacienda  y  Administraciones
Públicas  de acuerdo con el  artículo 7 de la  Ley 2/2012 sería solo  una obligación de la
instancia territorial de justificar en el propio expediente el cumplimiento de los mandatos de
eficiencia, estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera, así como de comunicar esta
justificación al Estado; no implicaría la habilitación para ejercer un control administrativo. En
particular,  la  previsión  impugnada  no haría  depender  la  decisión  autonómica  o  local  de
mantener o crear plataformas propias de la valoración que haga la administración central de
la  justificación  aportada.  Comunicado  el  informe  correspondiente,  las  Comunidades
Autónomas y las entidades locales podrían ejercer su potestad de autoorganización en el
sentido de preservar  o instaurar  sus propias  plataformas aunque el  Estado considerase
insuficiente la motivación dada. El único control posible sería el que hicieran, en su caso, los
jueces y tribunales de la jurisdicción contencioso-administrativa en torno a si la decisión de
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aquellas se ajusta a los mandatos de eficiencia, estabilidad presupuestaria y sostenibilidad
financiera, así como el de los órganos encargados de la fiscalización (externa o interna) de
las cuentas públicas. La limitación impuesta a las Comunidades Autónomas y a los entes
locales sería una obligación de carácter meramente formal que, en cuanto tal, no vulnera su
autonomía constitucionalmente reconocida (arts. 2 y 137 CE) ni invade las competencias
autonómicas  de  ejecución.  Se  trataría  de  una  base  del  régimen  jurídico  de  las
administraciones  públicas  (art.  149.1.18  CE)  que  regularía  una  técnica  de  colaboración
interadministrativa,  esencial  en  el  Estado  de  las  Autonomías  (entre  otras  muchas,  STC
141/2016, FJ 7).

La STC 237/1992, de 15 de diciembre, FJ 9, ha interpretado en parecido sentido la previsión
que recogía «la obligación de remitir a los Ministerios respectivos un estado trimestral de la
situación de los fondos destinados a cada tipo de subvención»: «si se mira bien no es un
control administrativo interno que exija la justificación del gasto —rendición de cuentas, en
suma— por razón del origen estatal de los fondos, lo que resultaría incompatible con la
autonomía  de  las  Comunidades  para  colocarlas  en  una  posición  subordinada  a  la
administración del Estado (SSTC 4/1981, 6/1982 y 201/1988), invadiendo por otra parte el
ámbito  de  actuación  del  Tribunal  de  Cuentas,  delimitado  en  el  artículo  136  de  la
Constitución.  Se  trata  de  algo  más  simple  e  inocuo,  un  deber  de  carácter  meramente
informativo,  necesario  para  el  cumplimiento  por  la  administración  general  de  su  propio
control  presupuestario  interno  y  para  que  a  la  vez  pueda  efectuar  el  seguimiento  y
evaluación  de  los  programas  subvencionados.  No  hay  atentado  alguno  al  principio  de
autonomía ni invasión del campo de competencias de las Comunidades destinatarias. Una
vez establecida lo que nuestra STC 201/1988 llama "relación jurídica subvencional" entre
aquellas  y  el  Estado,  "las  respectivas  competencias  entran  en  un  marco  necesario  de
cooperación y colaboración", en cuanto se orientan a una actuación conjunta en la que no
deben mermarse ni la competencia de la Comunidad sobre la materia subvencionada ni la
que el Estado tiene para garantizar la coordinación y la unidad de la política económica, así
como la efectiva consecución de los objetivos perseguidos en los programas a los que se
asignan las subvenciones". En definitiva, estos principios que atrás se invocan, con el de
solidaridad, pueden reconducirse al deber de lealtad constitucional y, por ello, entendido el
artículo 62.3 como se viene diciendo, no resulta contrario en ninguna de sus partes al orden
constitucional de distribución de competencias estatales y autonómicas, ni menoscaba la
autonomía financiera de las Comunidades Autónomas».

Ante varias interpretaciones posibles igualmente razonables, el principio de conservación de
la ley impone la aplicación de la técnica de la «interpretación conforme». Según este criterio
de «prevalencia de unas interpretaciones sobre otras», deben descartarse aquellas que dan
lugar a que el precepto incurra en inconstitucionalidad [STC 168/2016, de 6 de octubre, FJ 4
b)].  Corresponde  entonces,  en  el  presente  caso,  excluir  la  primera  interpretación  —
examinada en las letra d) y e) de este fundamento jurídico— en beneficio de esta segunda y,
en consecuencia, declarar que la disposición adicional segunda, párrafo segundo, de la Ley
39/2015,  así  interpretada,  no  es  inconstitucional.  Esta  interpretación  de  conformidad  se
llevará al fallo.

5. Desestimar el recurso de inconstitucionalidad en todo lo demás.
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